
Marco Legal 

 

En este apartado se  presentará  el marco de la convención interamericana sobre la 

protección de los derechos humanos de las personas mayores,  realizado el 15 de junio de 

2015 por la Organización de los Estados Americanos (OEA) en el cual,  se solicita a los 

países a tomar las medidas necesarias conforme a las leyes que acogen a los adultos mayores. 

Cabe aclarar que  Colombia acepta dichas medidas  el día  13 de septiembre de 2022 y 

algunos de los artículos que se compromete a  cumplir son los siguientes:  

 

Artículo 4 

Los Estados Parte se comprometen a salvaguardar los derechos humanos y libertades 

fundamentales de la persona mayor enunciados en la presente Convención, sin 

discriminación de ningún tipo, y a tal fin: 

a) Adoptarán medidas para prevenir, sancionar y erradicar aquellas prácticas 

contrarias a la presente Convención, tales como aislamiento, abandono, sujeciones 

físicas prolongadas, hacinamiento, expulsiones de la comunidad, la negación de 

nutrición, infantilización, tratamientos médicos inadecuados o desproporcionados, 

entre otras, y todas aquellas que constituyan malos tratos o penas crueles, inhumanos 

o degradantes que atenten contra la seguridad e integridad de la persona mayor. 

b) Adoptarán las medidas afirmativas y realizarán los ajustes razonables que sean 

necesarios para el ejercicio de los derechos establecidos en la presente Convención y 

se abstendrán de adoptar cualquier medida legislativa que sea incompatible con la 

misma. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, las 

medidas afirmativas y ajustes razonables que sean necesarios para acelerar o lograr la 



igualdad de hecho de la persona mayor, así como para asegurar su plena integración 

social, económica, educacional, política y cultural. Tales medidas afirmativas no 

deberán conducir al mantenimiento de derechos separados para grupos distintos y no 

deberán perpetuarse más allá de un período razonable o después de alcanzado dicho 

objetivo. 

c) Adoptarán y fortalecerán todas las medidas legislativas, administrativas, judiciales, 

presupuestarias y de cualquier otra índole, incluido un adecuado acceso a la justicia a 

fin garantizar a la persona mayor un trato diferenciado y preferencial en todos los 

ámbitos. 

d) Adoptarán las medidas necesarias y cuando lo consideren en el marco de la 

cooperación internacional, hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en 

cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente, y de conformidad con 

la legislación interna, la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y 

culturales; sin perjuicio de las obligaciones que sean aplicables de inmediato en virtud 

del derecho internacional. 

e) Promoverán instituciones públicas especializadas en la protección y promoción de 

los derechos de la persona mayor y su desarrollo integral. 

f) Promoverán la recopilación de información adecuada, incluidos datos estadísticos y 

de investigación, que le permitan formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a la 

presente Convención. (Organización de los Estados Americanos, 2015) 

 

Artículo 6 

“Derecho a la vida y a la dignidad en la vejez. Los Estados Parte adoptarán todas las 

medidas necesarias para garantizar a la persona mayor el goce efectivo del derecho a 



la vida y el derecho a vivir con dignidad en la vejez hasta el fin de sus días, en 

igualdad de condiciones con otros sectores de la población.” (Organización de los 

Estados Americanos, 2015) 

 

 

Artículo 17 

“Derecho a la seguridad social. Toda persona mayor tiene derecho a la seguridad 

social que la proteja para llevar una vida digna. Los Estados Parte promoverán 

progresivamente, dentro de los recursos disponibles, que la persona mayor reciba un 

ingreso para una vida digna a través de los sistemas de seguridad social y otros 

mecanismos flexibles de protección social. Los Estados Parte buscarán facilitar, 

mediante convenios institucionales, acuerdos bilaterales u otros mecanismos 

hemisféricos, el reconocimiento de prestaciones, aportes realizados a la seguridad 

social o derechos de pensión de la persona mayor migrante. Todo lo dispuesto en este 

artículo será de conformidad con la legislación nacional.” (Organización de los 

Estados Americanos, 2015)  

 

Artículo 24 

Derecho a la vivienda La persona mayor tiene derecho a una vivienda digna y 

adecuada, y a vivir en entornos seguros, saludables, accesibles y adaptables a sus 

preferencias y necesidades. Los Estados Parte deberán adoptar las medidas pertinentes 

para promover el pleno goce de este derecho y facilitar que la persona mayor tenga 

acceso a servicios socio-sanitarios integrados y servicios de cuidados domiciliarios 

que le permitan residir en su propio domicilio conforme a su voluntad. Los Estados 

Parte deberán garantizar el derecho de la persona mayor a una vivienda digna y 



adecuada y adoptarán políticas de promoción del derecho a la vivienda y el acceso a 

la tierra reconociendo las necesidades de la persona mayor y la prioridad en la 

asignación a aquella que se encuentre en situación de vulnerabilidad. Asimismo, los 

Estados Parte fomentarán progresivamente el acceso al crédito de vivienda u otras 

formas de financiamiento sin discriminación, promoviendo, entre otros, la 

colaboración con el sector privado, la sociedad civil y otros actores sociales. Las 

políticas deberán tener especialmente en cuenta: 

a) La necesidad de construir o adaptar progresivamente soluciones habitacionales 

con el fin de que estas sean arquitectónicamente adecuadas y accesibles a los 

adultos mayores con discapacidad y con impedimentos relacionados con su 

movilidad. 

 

b) Las necesidades específicas de la persona mayor, particularmente aquellas que 

viven solas, a través de subsidios para el alquiler, apoyo a las renovaciones de 

la vivienda y otras medidas pertinentes, según la capacidad de los Estados 

Parte. Los Estados Parte promoverán el establecimiento de procedimientos 

expeditos de reclamación y justicia en caso de desalojos de personas mayores 

y adoptarán las medidas necesarias para protegerlas contra los desalojos 

forzosos ilegales. Los Estados Parte deberán promover programas para la 

prevención de accidentes en el entorno y el hogar de la persona 

mayor.(Organización de los Estados Americanos, 2015) 

 

En Colombia las políticas actuales brindan la condición de adulto mayor a aquellos 

adultos que superen la expectativa de vida. Es decir, que para las acciones que tengan que ver 

con la Constitución Política de Colombia (acciones de tutela para pensiones, demandas, entre 



otros) solo tendrá el status de adulto mayor si supera la expectativa de vida, lo que hace que 

quienes no tengan estas edades se vean desamparados por la carta magna, alejándose así de 

los estándares establecidos por la Organización de Estados Americanos (OEA)  para el 

debido manejo de las personas mayores y así evitar que se vea vulnerado alguno de sus 

derechos. La OEA establece que debe haber beneficios y prestaciones institucionales que le 

permitan conservar su dignidad, bienestar y promover su independencia y autonomía.  

 

Las controversias alrededor del reconocimiento y pago de pensiones de vejez deben, 

por regla general, tramitarse ante la justicia laboral ordinaria. Sólo de manera excepcional, y 

bajo ciertas circunstancias establecidas en la ley, puede tramitarse vía tutela. La primera 

condición es, como se dijo antes, que la persona sea de la tercera edad. Si se hace equivalente 

el concepto de tercera edad al de “edad de pensión”, se tendría que lo excepcional –la 

posibilidad de acceder a la pensión por vejez por la vía de la tutela- se transformaría en la 

norma general, y  de esta manera la gran mayoría de las personas que llegan a la edad serían 

en principio acreedoras a una pensión por vejez, lo que significa que al menos tendrían un 

argumento para acudir a la tutela, vía de suyo excepcional por mandato constitucional.  

 

De modo que, para estos fines, el concepto de “tercera edad” no puede asimilarse al 

de “edad de pensión”, pues se trastocaría totalmente la excepción en regla. Precisamente por 

estas dificultades, algunas Salas de Revisión han adoptado un criterio distinto a los dos aquí 

mencionados que parte, razonablemente, de distinguir el concepto de “vejez” (que determina 

la posibilidad de acceder a una pensión), del concepto de “tercera edad”, que es el que 

realmente amerita una especial protección constitucional, y por lo tanto se llega a justificar 

que, en concordancia con otros requisitos, quienes se encuentren en dicha categoría especial 



podrían, en principio, acudir a la acción de tutela para reclamar su derecho a la pensión de 

vejez. (Corte Constitucional de Colombia, 2010) 


